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Sobre:   
 

COBRO DE DINERO 
- ORDINARIO 

Panel integrado por su presidente, el Juez Hernández Sánchez, el 
Juez Bonilla Ortiz y la Jueza Mateu Meléndez. 
 

Hernández Sánchez, Juez Ponente  
 

RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico, a  7 de junio de 2022. 

  Comparece el señor Rafael Sánchez Valentín (señor Sánchez 

o peticionario). Nos solicita la revocación de la Resolución emitida el 

3 de mayo de 2022 y notificada el 4 siguiente. Mediante esta, el 

Tribunal de Primera Instancia (TPI) declaró no ha lugar la solicitud 

de desestimación presentada por el peticionario. 

 Por los fundamentos expuestos, denegamos el auto de 

certiorari.  

I. 

 A continuación, resumimos los hechos pertinentes para la 

disposición del recurso, los cuales surgen del expediente ante 

nuestra consideración y del Sistema Unificado de Manejo y 

Administración de casos (SUMAC).  

 El 1 de marzo de 2021 el Banco Popular de Puerto Rico (BPPR 

o recurrido) presentó Demanda de cobro de dinero en contra del 
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peticionario.1 Luego de realizar el correspondiente emplazamiento, 

el 23 de mayo de 2021, el señor Sánchez presentó Solicitud de 

prórroga para presentar su alegación responsiva. 2  Atendida su 

solicitud, el 16 de junio de 2021 fue declarada ha lugar.3  

 Así las cosas, el 1 de abril de 2022 el TPI emitió Orden, la cual 

fue notificada el 6 siguiente.4 Mediante esta, le concedió al recurrido 

diez (10) días para que, según la Regla 39.2(b) de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V, mostrara causa por la cual no se debía 

desestimar el caso por no haber realizado trámite alguno durante 

los últimos seis (6) meses.5 En cumplimiento, el 13 de abril de 2022 

el BPPR presentó Moción en cumplimiento de orden, solicitud de 

anotación de rebeldía y segunda solicitud de expedición de 

emplazamiento por edicto. 6  En primer lugar, afirmó que el 

peticionario no había presentado su contestación a la demanda, por 

lo que solicitó que se le anotara la rebeldía.7 Además, solicitó que se 

ordenara la expedición de los emplazamientos por edicto para 

emplazar a fulana de tal por sí y a nombre de la Sociedad Legal de 

Gananciales.8 Finalmente, adujo que mantuvo conversaciones con 

la representación legal del señor Sánchez para conseguir un 

acuerdo, pero que dichos esfuerzos fueron infructuosos.9  

 El 20 de abril de 2022 el TPI emitió una Resolución mediante 

la cual le anotó la rebeldía al peticionario.10 Además, le concedió 

veinte (20) días al BPPR para que informara si había alcanzado algún 

acuerdo con el señor Sánchez, o si, por el contrario, solicitaría que 

se dictara sentencia en su contra.11 En esa misma fecha, 20 de abril 

 
1 Demanda, apéndice 6 del recurso.   
2 Solicitud de prórroga, 23 de mayo de 2021, SUMAC.  
3 Notificación, 16 de junio de 2021, SUMAC.  
4 Orden, apéndice 2 del recurso. 
5 Íd. 
6 Moción en cumplimiento de orden, solicitud de anotación de rebeldía y segunda 
solicitud de expedición de emplazamiento por edicto, apéndice 3 del recurso. 
7 Íd.  
8 Íd.  
9 Íd. 
10 Notificación, apéndice 4 del recurso. 
11 Íd.  
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de 2022, el peticionario presentó Réplica a cumplimiento de orden, 

solicitud de anotación de rebeldía y segunda solicitud de expedición 

de emplazamientos del BPPR. 12  En síntesis, adujo que las 

justificaciones aludidas por el BPPR no eran suficientes para 

justificar la inactividad en el caso. 13  Por ello, solicitó la 

desestimación de la reclamación al amparo de la Regla 39.2 (b) de 

Procedimiento Civil, supra.14 Atendida la solicitud de desestimación 

presentada por el peticionario, el 3 de mayo de 2022, notificada el 4 

siguiente, fue declarada no ha lugar.15  

 Inconforme, el 3 de junio de 2022 el peticionario presentó el 

recurso de título y le imputó al foro primario la comisión de los 

siguientes errores:  

COMETIÓ ERROR REVOCABLE EL TPI AL NO 
DESESTIMAR LA DEMANDA A TENOR CON LOS 
ESTATUIDO, EN REGLA 39.2(B) DE LAS DE 
PROCEDIMIENTO CIVIL, SUPRA, AL EQUIVOCARSE EN 
LA INTERPRETACIÓN Y APLICACIÓN DE LA NORMA 
PROCESAL Y DE SU JURISPRUDENCIA 

INTERPRETATIVA.  

 
COMETIÓ ERROR REVOCABLE EL TPI, AL PRIVAR AL 
PETICIONARIO LCDO. SÁNCHEZ, DEL DERECHO QUE LE 
ASISTE A REPLICAR LO SOLICITADO POR EL BPPR, 
SEGÚN ESTATUIDO EN LA REGLA 8.4 DE LAS DE 
PROCEDIMIENTO CIVIL, SUPRA, LO QUE CONSTITUYE 
UN CRASO ABUSO DE DISCRECION Y ACTUANDO CON 
PREJUICIO Y PARCIALIDAD CONTRA EL PETICIONARIO.  
 

De entrada, debemos mencionar que la Regla 7 (B)(5) del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 

7(B)(5), nos confiere la facultad para prescindir de escritos, en 

cualquier caso, con el propósito de lograr su más justo y eficiente 

despacho. Dadas las particularidades de este caso, en consideración 

a lo anterior, procedemos a disponer del presente recurso sin 

requerir mayor trámite. 

 

 

 
12 Réplica a cumplimiento de orden, solicitud de anotación de rebeldía y segunda 
solicitud de expedición de emplazamientos del BPPR, apéndice 5 del recurso. 
13 Íd.  
14 Íd.  
15 Notificación, apéndice 1 del recurso. 
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II. 

El certiorari es el vehículo procesal extraordinario utilizado 

para que un tribunal de mayor jerarquía pueda corregir un error de 

derecho cometido por un tribunal inferior. 800 Ponce de León Corp. 

v. AIG, 205 DPR 163, 174 (2020); IG Builders et. al. v. BBVAPR, 185 

DPR 307, 337-338 (2012). Los tribunales apelativos tenemos la 

facultad para expedir un certiorari de manera discrecional, por 

tratarse de ordinario de asuntos interlocutorios. Negrón v. Secretario 

de Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001). Esta discreción se define como 

“el poder para decidir en una u otra forma, esto es, para escoger 

entre uno o varios cursos de acción”. García v. Padró, 165 DPR 324, 

334 (2005). Asimismo, discreción es una forma de razonabilidad 

aplicada al discernimiento judicial para llegar a una conclusión 

justa. Íd., pág. 335. Ahora bien, la aludida discreción que tiene este 

foro apelativo para atender un certiorari no es absoluta. Íd. Esto ya 

que no tenemos autoridad para actuar de una forma u otra, con 

abstracción total al resto del derecho, pues ello constituiría abuso 

de discreción. Íd. Así, “el adecuado ejercicio de la discreción judicial 

esta inexorable e indefectiblemente atado al concepto de la 

razonabilidad”. Íd. 

La Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, fija los 

asuntos aptos para que revisemos resoluciones interlocutorias.  La 

referida regla dispone que: 

[e]l recurso de certiorari para revisar resoluciones u órdenes 
interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera Instancia, 
solamente será expedido por el Tribunal de Apelaciones 
cuando se recurra de una resolución u orden bajo las Reglas 
56 y 57 o de la denegatoria de una moción de carácter 
dispositivo. No obstante, y por excepción a lo dispuesto 
anteriormente, el Tribunal de Apelaciones podrá revisar 
órdenes o resoluciones interlocutorias dictadas por el Tribunal 
de Primera Instancia cuando se recurra de decisiones sobre la 
admisibilidad de testigos de hechos o peritos esenciales, 
asuntos relativos a privilegios evidenciarios, anotaciones de 
rebeldía, en casos de relaciones de familia, en casos que 
revistan interés público o en cualquier otra situación en la cual 
esperar a la apelación constituiría un fracaso irremediable de 
la justicia. Íd.  

 



 
 

 
KLCE202200593    

 

5 

Por otro lado, la Regla 40 del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA 

Ap. XXII-B enmarca los criterios que debe evaluar este Tribunal al 

expedir un auto de certiorari. La aludida Regla establece lo siguiente:  

[e]l tribunal tomará en consideración los siguientes 
criterios al determinar la expedición de un auto de 
certiorari o de una orden de mostrar causa:  
 
(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, 
a diferencia de sus fundamentos, son contrarios a 
derecho.  
 
(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema.  

 
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal 
de Primera Instancia.  
 
(D) Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados.  
 
(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 
es la más propicia para su consideración.  
 
(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio.  
 
(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia. 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40. 

  

Ninguno de estos criterios es determinante por sí solo para el 

ejercicio de jurisdicción, y tampoco constituyen una lista 

exhaustiva. García v. Padró, supra, pág. 335 citando a H. Sánchez 

Martínez, Derecho Procesal Apelativo, Hato Rey, Lexis-Nexis de 

Puerto Rico, 2001, pág. 560. La norma vigente es que un tribunal 

apelativo solo intervendrá con las determinaciones discrecionales 

del Tribunal de Primera Instancia cuando este haya incurrido en 

arbitrariedad, craso abuso de discreción o en un error en la 

interpretación o aplicación de cualquier norma procesal o de 

derecho sustantivo. Pueblo v. Rivera Santiago, 176 DPR 559, 581 

(2009); Rivera y otros v. Banco Popular, 152 DPR 140, 155 (2000). 

III.  

 En este caso, el peticionario nos solicita la revocación de la 

Resolución mediante la cual el TPI declaró no ha lugar su solicitud 
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de desestimación. Alega que el TPI erró al no desestimar la 

reclamación al amparo de la Regla 39.2(b) de Procedimiento Civil, 

supra. Lo anterior, debido a que, a su juicio, el BPPR no presentó 

razones justificadas para mantener el caso inactivo por más de seis 

(6) meses.  

 En primer lugar, como mencionamos, cuando se recurre de 

una determinación interlocutoria emitida por el foro primario, este 

Tribunal tiene discreción para expedir el recurso presentado ante su 

consideración. Conforme a lo anterior, nos corresponde evaluar si la 

controversia que nos ocupa se encuentra entre las establecidas en 

la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra o sus excepciones.  

Además, debemos justipreciar si nos concierne ejercer nuestra 

facultad discrecional al amparo de los criterios enmarcados en la 

Regla 40 del Tribunal de Apelaciones, supra.  

Luego de examinar el expediente y los argumentos esgrimidos 

por el peticionario, a la luz de los criterios de la Regla 52.1 de 

Procedimiento Civil, supra y de la Regla 40 del Tribunal de 

Apelaciones, supra, no identificamos razón por la cual este Foro 

deba intervenir. Lo anterior, debido a que la controversia versa en 

torno al manejo del caso, asunto que no está contemplado en la 

Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra, o sus excepciones.  

Recordemos que nuestro ordenamiento jurídico nos brinda la 

discreción de intervenir en aquellos dictámenes interlocutorios en 

los que el foro de primera instancia haya sido arbitrario, cometido 

un craso abuso de discreción, cuando de la actuación del foro surja 

un error en la interpretación o la aplicación de cualquier norma 

procesal o de derecho sustantivo, o cuando la determinación 

constituya una grave injusticia. Reiteramos que, el recurso que aquí 

atendemos no se nos ha demostrado que haya alguno de estos 

escenarios. Por lo tanto, denegamos su expedición.  
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IV. 

 Por los fundamentos expuestos, denegamos el auto de 

certiorari. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
                                                  Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
 

 
 
 

 
 

 
 


